Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 9 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
- “Proyectos de ley remitidos por el Poder Ejecutivo: 


'or el que se designa con el nombre de 'Martina Villete de Helguera' a la Escuela Especial N* 108 del 
departamento de Lavalleja. (Carp. N* 1435/2014 - Distribuido N* 2598/2014). 


Con informe favorable de la ANEP. 


or el que se regulan los Premios a la Labor Literaria e Intelectual. (Carp. N* 1436/2014 - Distribuido N* 
2599/2014). 


-El primer proyecto de ley cuenta con el informe favorable de la ANEP. Pienso que podríamos 
aprobarlo y designar como Miembro Informante al señor Senador Amorín. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR AMORÍN.- Agradezco a los integrantes de la Comisión por la designación y quiero decir que 
me siento muy honrado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También hemos entregado a la Secretaría un documento muy extenso que 
responde a un pedido de informes sobre Herencias Yacentes, que en el año 2011 hicimos varios 
señores Senadores. Hemos encomendado a la Secretaría que lo procese y nos haga llegar una 
síntesis, a los efectos de que la Comisión pueda analizarlo y trabajar en él. 


También queremos informar que con relación a los proyectos aportados por Vamos Uruguay 
en distintas fechas, y que dieron lugar a la sesión del Senado que todos recordamos, nos hemos 
comunicado con el Ministerio de Educación y Cultura y con la ANEP. Concretamente, las autoridades 
del Ministerio nos dijeron que podrían concurrir en el día de hoy, ya que aunque el Ministro podía tener 
algún inconveniente porque debía viajar a Artigas, había otros representantes de esa Cartera que sí 
podían concurrir a esta convocatoria; a su vez, las autoridades de ANEP nos solicitaron unos días más 
por encontrarse enfermo su Presidente. Se nos informó, además, que había interés por parte de 
algunos miembros de ese organismo en brindar una opinión que manifestara la posición del colectivo. 
Por consiguiente, si los miembros de la Comisión no tienen inconveniente, coordinaríamos una sesión 
para recibir el próximo miércoles a las 16 horas a las autoridades de la ANEP, a fin de que nos den a 
conocer su opinión sobre estos proyectos. 


Corresponde, entonces, recibir a nuestros invitados. 


(Ingresan a Sala el Director Nacional de Educación, profesor Luis Garibaldi y su asistente, la 
profesora Fernanda Blanco.) 


-La Comisión tiene el gusto de recibir al maestro Luis Garibaldi y a la profesora Fernanda 
Blanco, quienes han sido invitados para poder expresarse sobre el conjunto de proyectos que fueran 
elevados al Parlamento, al Senado y, en particular, a esta Comisión, por Vamos Uruguay. 


La Presidencia entiende que el método de trabajo a seguir es considerar cada uno de los 
proyectos en el orden que las autoridades del Ministerio presentes consideren conveniente. En ese 
sentido, consulta a los miembros si hay interés en fijar algún tipo de ordenamiento o prioridad, aunque 
todos los proyectos de ley refieren a temas importantes. 


SEÑOR GARIBALD!I.- Agradecemos la invitación que se nos ha cursado. 


En primer lugar queremos excusar al señor Ministro, quien se encuentra participando de la 
inauguración del Centro MEC N* 123, en Artigas, actividad que ya había coordinado con fuerzas 
sociales del lugar desde hace bastante tiempo. El Subsecretario tampoco podía concurrir, por cuanto el 
Ministro me solicitó que asistiera en su lugar. 


Por otra parte, hemos traído una documentación escrita con la posición del Ministerio sobre 
cada uno de los proyectos de ley. Si la Presidencia está de acuerdo, entrego este material a la 
Secretaría de la Comisión para que se reparta a los señores Senadores. 


A continuación quisiéramos realizar algunas breves consideraciones y luego algunos 
comentarios específicos sobre cada uno de los proyectos de ley. 


La Comisión dirá cuál entiende es la mejor forma de trabajar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión está de acuerdo con el criterio que a las autoridades les parezca 
pertinente. 


SEÑOR GARIBALDI.- El Ministerio ha estudiado los proyectos de ley y se referirá en particular a cada 
uno de ellos, optando por seguir el orden de presentación de los mismos. 


Antes de continuar queremos hacer un par de señalamientos. En primer lugar, efectivamente 
compartimos las preocupaciones que están detrás de cada uno de los proyectos de ley y que la 
Comisión nos haya convocado para expresar nuestra posición. Las autoridades del Ministerio hemos 
estado varias veces aquí, así como también en Comisiones Generales citadas por el Senado. Incluso, 
hace una semana atrás estuvimos presentes en la Comisión Permanente. 


Creemos que efectivamente es bueno que el Parlamento, las autoridades educativas, y en lo 
posible los distintos sectores involucrados, entendamos que la educación es realmente una causa 
nacional, por cuanto es conveniente que se discuta sobre ella, más allá de acuerdos y desacuerdos. En 
definitiva, está bien discutir y buscar mejores soluciones. 


Con ese espíritu hemos participado en todas estas acciones y también lo hemos hecho 
cuando el Senado nos ha convocado, como en el año 2011 cuando elaboramos la propuesta hacia la 
construcción de una agenda para la mejora educativa. También hemos impulsado y participado en el “Il 
Congreso Nacional de Educación, Maestra Reina Reyes”. Creemos en la necesidad de formular un 
plan nacional de educación con un máximo de acuerdos que establezcan metas, objetivos e 
instrumentos acordados. Entendemos también que hubo acuerdos entre los distintos partidos políticos - 
sobre todo los que llegamos en mayo del año 2010-, que constituyen aportes importantes que no 
deberíamos dejar de lado y que para el Ministerio -el Ministro lo ha dicho en todas las ocasiones- ha 
sido un punto de referencia hasta el día de hoy, más allá de las decisiones partidarias y político 
partidarias que se tomaron en ese tiempo. 


El segundo señalamiento de carácter general que queremos hacer, quizá, adelantando una 
opinión en relación con los proyectos de ley -tal como lo hicimos en ocasión de plantear que los temas 
son relevantes y de que estableceremos algunos matices con respecto a la opinión de cada uno de 


ellos-, es el siguiente. No creemos que estos proyectos de ley -por las razones que a continuación 
explicaremos- constituyan un camino adecuado para resolver los problemas y desafíos -también 
señalados por nosotros el pasado miércoles-, muchos de ellos, compartidos por nosotros. En algunos 
casos no estamos de acuerdo porque creemos que, en el fondo, hay distintas concepciones de política 
educativa. Un claro ejemplo de ello son los proyectos de ley relativos a los Centros Educativos Públicos 
de Gestión Privada y al Gobierno de la Educación, a través del cual se pretende modificar los artículos 
58 y 65 de la Ley N* 18.437, Ley General de Educación. 


Con relación al proyecto de ley que apunta a retomar la creación del Instituto Universitario de 
Educación -IUDE-, consideramos que ya hemos desarrollado otros caminos para avanzar en ese 
sentido. 


Por último y con respecto al proyecto de ley por el que se establece un mínimo de doscientos 
días anuales de clase, debemos decir que, más allá de que compartimos el objetivo de ampliar el 
tiempo pedagógico, tenemos algunos matices. Será precisamente sobre este proyecto de ley relativo al 
año lectivo en los centros de enseñanza, correspondiente a la Carpeta N* 463/2011 - Repartido N* 
995/2014, que comenzaremos a exponer. El tema del tiempo pedagógico es crucial; sobre ello hemos 
discutido muchas veces y hemos estado de acuerdo con que es necesaria su ampliación. Ya la Ley 
General de Educación lo establecía en su artículo 7", y la exposición de motivos de la ANEP y de los 
propios Consejos tienen planes y metas al respecto. 


Quiero hacer un paréntesis para expresar que en el Uruguay esta discusión es de tan larga 
data que ya el Informe del CIDE, de 1965, refería a la necesidad de extender el tiempo pedagógico. Allí 
se hablaba no tanto de días lectivos, sino de horas, que rondaban las novecientas. Este tema que fue 
retomado por la ANEP en su proyecto de presupuesto, así como en el documento que presentamos en 
el año 2011, está expresado no solo en un interés, que no nos resignamos a no poder cambiar, sino 
también en hechos y en acciones. No obstante, ello se ha intentado cambiar a través de la extensión 
de tiempos y de experiencias escolares en un sentido amplio, teniendo en cuenta que los tiempos 
pedagógicos no tienen que ver exclusivamente con los días de clase ni tampoco los que se desarrollan 
en el local escolar. Es así como en esta concepción estamos incorporando, por supuesto, a las 
escuelas de tiempo completo y extendido, pero también a los maestros comunitarios -sabido es 
que este es un proyecto por medio del cual los maestros trabajan contrahorario con un grupo de niños 
en el hogar, en el club de barrio o, a veces, en las escuelas-, al verano educativo -donde miles de niños 
pasan por actividades que se desarrollan entre enero y febrero de cada año-, los campamentos 
educativos -en el documento que presentamos la semana pasada señalamos que en este aspecto ha 
habido un cambio radical en el país y creemos que constituye un tiempo extra, sumamente valioso para 
el desarrollo del carácter, de valores humanos, de convivencia y de desarrollo personal muy 
importante-, todo lo relacionado con los maestros de apoyo y el sistema de tutorías, presenciales o 
virtuales -actualmente, esto es posible gracias al desarrollo tecnológico que tiene el país-, entre otras 
actividades como las que lleva adelante el Programa + Centro, coordinado por el INJU, el Consejo de 
Educación Secundaria, la UTU y el Ministerio de Educación y Cultura, con el fin de realizar actividades 
en los locales escolares los fines de semana. 


Creemos que, efectivamente, esa problemática existe y compartimos esa preocupación, pues 
estas propuestas están en línea de un proceso que hemos llamado de mayor personalización del 
proceso educativo. 


Lejos de pensar que a todos hay que darles lo mismo y en igual tiempo, hay que plantearse 
actividades que atiendan las necesidades de cada uno de los alumnos al momento en que ingresan al 
sistema educativo, haciendo foco  -o mayores esfuerzos- en las necesidades que cada uno tiene y 
atendiendo particularmente a los sectores más vulnerables. De ahí que todas estas actividades de 
mayor personalización se han venido desarrollando a lo largo de todos estos años. 


Por tanto, compartimos la preocupación existente en cuanto a la necesidad de un aumento 
del tiempo pedagógico. A su vez, creemos que es importante hacer todo lo posible para que haya más 
días de clase; en ese sentido, en todos estos años ha habido una acción permanente. Como ejemplo, 
traigo algo que está señalado en el documento que les presentamos; me refiero a la campaña “Cero 
Falta. A la escuela todos, todos los días”, que el Consejo de Educación Inicial y Primaria viene 


haciendo con Unicef desde el año 2011 y que implica que no solo los alumnos, sino también los 
docentes, vayan a la escuela todos los días. Es una campaña que busca sensibilizar a las familias, a 
los docentes y a los niños, para que concurran, y ha tenido buenos resultados. 


Hay que señalar que el objetivo de tener más días de clase está vigente desde hace muchos 
años. El país y las instituciones se habían puesto como meta llegar a 180 días, y recién en el año 2012 
se llegó a 181, lo que demuestra que, efectivamente, esa preocupación existe. Por nuestra parte, 
sabemos que es así y que se está trabajando para ampliar los tiempos pedagógicos de los niños más 
en horas, que en días. Ese trabajo está a disposición de los señores Senadores, que pueden acceder a 
él visitando la página web del Consejo de Educación Inicial y Primaria. Seguramente los 
representantes de este Consejo traerán más información cuando la ANEP concurra para dar su opinión 
sobre estos temas, pues está claro que nosotros no traemos opinión solamente del Ministerio, sino que 
hemos intercambiado ideas con quienes tienen, también, responsabilidad en esta materia. 


En concreto, podemos decir que en estos años las propuestas de incremento de la carga 
horaria a los niños han aumentado un 75%. En el caso de Educación Primaria, si reunimos todas estas 
actividades que señalé hace un momento, podemos decir que hay un promedio de 862 horas de clase 
a lo largo del año, lo que significaría 220 días de clases de cuatro horas. Tenemos claro que esto es 
una prueba aritmética, un promedio, pero podemos afirmar que los que han tenido mayor carga horaria 
han sido, justamente, los sectores más desfavorecidos. 


Por último, consideramos que el establecer un mínimo de horas de clase para todos los 
niveles educativos debe ser estudiado con mayor profundidad, de modo que hoy no vamos a 
pronunciarnos con contundencia a ese respecto; creemos que son la ANEP y los Consejos de 
Educación los que deben dar mayor detalle. Sí queremos señalar que tenemos distintos tipos de 
instituciones, calendarios y formas de evaluación. No es lo mismo en Educación Primaria -inclusive, no 
necesariamente debería ser lo mismo en escuelas donde hay 20, 30, 35 o 40 horas semanales- que en 
el Ciclo Básico o en Educación Media Superior, ya sea bachilleratos o cursos técnicos, que tienen 
modalidades de evaluación que requieren fijar tiempos de exámenes en diciembre o en febrero; no 
podríamos considerar estos tiempos de exámenes como fuera de los pedagógicos porque, en realidad, 
forman parte de ellos. El estudio, el trabajo y la preparación de esos exámenes forman parte de la 
formación de los alumnos en el proceso que abarca todo el sistema educativo, donde el objetivo es que 
los alumnos vayan teniendo cada vez mayor autonomía y flexibilidad a la hora de acceder a los 
conocimientos. 


En suma, el Ministerio considera que la propuesta de este proyecto de ley de ampliar el 
tiempo pedagógico está en línea con las acciones desarrolladas en otros años, que han tenido 
resultados positivos medibles. No parece positivo definir un número de días de clase para todo el 
sistema educativo con independencia de los niveles, pero sí aumentar los tiempos pedagógicos, 
expandiendo los horarios, promoviendo una extensión del calendario según las posibilidades de cada 
nivel y asegurando el efecto del cumplimiento del calendario escolar predeterminado, evitando la 
interrupción de clases por aspectos que la Administración puede regular y controlar. Esto tiene que ver 
con el hecho de que, efectivamente, muchas veces la Administración puede evitar la pérdida de días de 
clase, no para todos los alumnos en general sino para algún tipo de docente, de maestro o de profesor, 
cuando se fijan reuniones, actividades pedagógicas o de formación tratando de que no interfieran en 
los horarios escolares. 


Por último, en línea no necesariamente con el texto del proyecto de ley o con la conveniencia 
de establecer un año lectivo con una cantidad específica de días de clase, creemos que todas las 
autoridades -vuelvo a lo del principio-: Ministerio, autoridades de la educación, Parlamento -por qué no- 
e instituciones sociales debemos hacer una campaña pública para promover la concurrencia de los 
alumnos, niños y adolescentes, todos los días a clase cumpliendo con sus obligaciones, y alentar a las 
familias, a las comunidades para que estimulen su asistencia. 


Más allá de la diferencia que se pueda tener con la iniciativa presentada, hay un acuerdo 
general en el sentido de que es necesario que los niños y adolescentes concurran a clase todos los 
días, en todo el horario, con puntualidad, porque eso también es parte de la formación de las personas. 
Si podemos ponernos de acuerdo en eso, debemos hacer una campaña todos juntos y no pensar en 


diferencias políticas cuando, en realidad, ellas están presentes en el instrumento más que en el 
objetivo. 


A continuación me voy a referir al segundo proyecto de ley: “Gobierno de la educación. Se 
modifican los artículos 58 y 65 de la Ley N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008”. 


Como adelantamos, esta iniciativa parte de una premisa que no compartimos y de un 
sustento empírico que, según creemos, no está demostrado. 


La Ley General de Educación incorpora, por primera vez en la historia del país, la 
participación de docentes en la elección de sus Consejeros en todos los niveles educativos. En ese 
sentido, en Secundaria y también en UTU había una larga experiencia, pero es la primera vez que 
existe para los órganos de conducción general, llámese el viejo Conae o el Codicen -como se pasó a 
denominar luego de la dictadura-, el Consejo de Educación Primaria o el Consejo de Educación Inicial 
y Primaria. 


La pretensión de la Ley General de Educación de incorporar a los docentes como electores 
de los Consejeros -aspecto que, además, está previsto en la Constitución de la República- forma parte 
de uno de los principios constitutivos del Sistema Nacional de Educación Pública: el de la participación. 
La ley establece la participación no solo de los docentes, sino también de los estudiantes, las familias y 
las comunidades, a través de los Consejos de participación, de asambleas centrales y de distintas 
formas en que los sectores vinculados -directa o indirectamente- a la Educación puedan contribuir. 
Creemos que la incorporación de este mecanismo elector para una integración minoritaria de los 
Consejos -en ningún caso es mayoritaria- pretende promover el principio de participación, al tiempo 
que busca generar un sentido de pertenencia y de compromiso de los docentes con la institución y la 
conducción de la Educación. No creemos ni compartimos que la conducción de la educación deba 
recaer exclusivamente en los actores políticos, sino que estamos convencidos de que debe haber -en 
los niveles correspondientes- participación de los actores sociales, en este caso, de los docentes. 


La premisa de la cual parte el proyecto de ley -sin que haya, a nuestro juicio, ningún 
elemento confirmatorio de ella- es que los problemas o los desafíos que hoy tiene la educación -y 
particularmente la ANEP, que los tiene y así lo hemos reconocido; no me parece que el objetivo sea 
ocultarlos, sino señalar lo que se ha avanzado y también lo que falta por avanzar-, en ningún caso se 
generaron por enfrentamientos entre los Consejeros designados con venia del Senado y los electos por 
los docentes. Creemos que esta premisa es absolutamente falsa. Es más, si nos preguntan cuál ha 
sido el resultado de la experiencia de la participación de docentes electos por docentes en los 
Consejos de Educación, en menos de cuatro años, debemos decir que ha sido altamente positivo. La 
inmensa mayoría de las decisiones del Codicen y de los Consejos ha sido tomada por unanimidad. No 
hay una sola decisión, mayor o menor, que no se haya podido tomar porque el docente electo haya 
puesto algún tipo de traba, o porque la haya bloqueado o boicoteado. 


Por otra parte, estos Consejeros tienen tareas de alta responsabilidad y de representación, al 
igual que el resto de sus pares. En el documento expresamos algunos ejemplos y, en lo personal, voy a 
ser un poco más explícito. 


Programas como “Tránsito” o “Campamentos Educativos”, son de alto impacto. El primero de 
ellos va a pasar de 25 a 60 zonas; involucra a Primaria, a Secundaria y a UTU, y va a abarcar un tercio 
de la matrícula general. Está liderado por una Consejera electa: Teresita Capurro. 


El Plan Ceibal, por su parte, es uno de los planes señeros. La representación del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria en las actividades y en el Consejo Honorario del Plan Ceibal, es la 
Consejera Irupé Buzzetti, electa por los docentes. 


El Consejo de Capacitación Profesional -Cocap- es presidido por la Universidad del Trabajo 
del Uruguay, y el representante de la UTU es el profesor César González, electo por los docentes en el 
Consejo respectivo. 


En el caso del Codicen, uno de los representantes en la Comisión de obras y edilicia e, 
incluso, en la negociación colectiva, es Néstor Pereyra, también electo por los docentes. A su vez, el 
Consejero Daniel Guasco está participando en ámbitos de trabajo de todas las Comisiones en sus 
respectivos Consejos. 


Por lo tanto, la experiencia que han tenido los Consejeros y que hemos recogido en estos 
años no indica que el poder político -como se ha dicho- ha perdido la conducción. Se podrá discutir qué 
es perder o ganar la conducción y qué tipo de conducción se tiene, pero creemos que en el diálogo y 
con una integración que incluye a la oposición -a la que el Gobierno dio participación, lo que el propio 
Consejero Corbo dijo hace pocas semanas al semanario Brecha- la experiencia de coparticipación ha 
sido buena. 


En consecuencia, no entendemos necesario modificar la Ley General de Educación para dar 
mayor participación en la conducción a la representación del poder político. Nuestra percepción es que 
los Consejeros electos por docentes han tenido una actitud de respeto y de defensa de los intereses 
generales por encima de los particulares, y que la experiencia ha sido positiva. Entendemos que el 
principio de la participación de los distintos actores en los fenómenos educativos es clave y vital, por lo 
que este Ministerio quiere defenderlo ante esta Comisión. 


SEÑOR AMORÍN.- Muy brevemente, quiero comentar -para que quede constancia en la versión 
taquigráfica- que a pedido del Poder Ejecutivo -y, concretamente, del Presidente Mujica- se ha 
registrado algún cambio que va en la línea de lo que se habló en las reuniones mantenidas en el 
verano del año 2012; me refiero al doble voto para el Presidente del Codicen, así como también para el 
Presidente de ASSE, a efectos de tener un mejor control de la situación. 


Como dije, simplemente quería dejar constancia de este aspecto. 


SEÑOR GARIBALDI.- Por cierto, estamos en conocimiento de ello y queremos decir que, según la 
información de que disponemos, hasta el momento esa potestad no ha sido utilizada en ninguna 
ocasión, lo que demuestra y abona el argumento de que no hay razones por las cuales sea necesario 
aumentar la representación del poder político en los Consejos de Educación. A nuestro entender, ese 
no es el camino más adecuado para resolver problemas, precisamente donde se necesita la 
participación de los docentes. Por supuesto, el que admitimos no será el único ni el que resuelva todos 
los asuntos pendientes, pero entendemos que es apropiado por cuanto los docentes pueden sentirse 
parte de la institución, no solo en su trabajo cotidiano sino también en la elección de las autoridades. 


En cuanto al tercer proyecto de ley, por el que se propone la creación del Instituto 
Universitario de Educación en el ámbito del Sistema Nacional de Educación Pública, nuestra opinión es 
la siguiente. 


La iniciativa fue considerada ampliamente a lo largo del año 2013 por un grupo de trabajo 
creado en el marco de los acuerdos interpartidarios señalados por el señor Senador Amorín Batlle, 
donde se avanzó mucho. Desde el Ministerio propusimos y logramos constituir un grupo de 
seguimiento de la Comisión Coordinadora del Sistema Nacional de Educación Pública -en el que 
participaron representantes de la ANEP y de la Universidad de la República- en cuyo ámbito pudimos 
trasladar opiniones, inquietudes y dudas desde la esfera institucional a la política. Este grupo funcionó 
en el Ministerio de Educación y Cultura -le dimos esa apoyatura- y su trabajo dio como fruto dos 
proyectos de ley: uno, que tenía el apoyo de la oposición, Partido Nacional y Partido Colorado, y, otro, 
aprobado por el Frente amplio. Antes de ser elevadas estas propuestas a la consideración del Plenario 
de la Cámara de Representantes, se celebraron algunos acuerdos con sectores del Partido Colorado y 
del Frente Amplio, lográndose así la aprobación, por dos tercios de votos -votación nada menor-, de un 
instituto universitario para la formación de educadores. Ese es el lugar donde estamos ahora. El trabajo 
fue largo, pero fecundo, y en cuanto a los acuerdos, se llegó al máximo posible. Quiero destacar que 
los proyectos presentados, tanto por el Partido Nacional y el Partido Colorado, como por el Frente 
Amplio, tenían un porcentaje muy alto de aprobación respecto a principios, formas de organización y 
también algunas metodologías; había discrepancias en la forma de gobierno -básicamente- y en otros 
aspectos, algunos de los cuales fueron resueltos cuando se llegó al texto final. 


Desde la óptica del Ministerio, el punto de partida para discutir hoy la creación de una nueva 
institución universitaria de educación en el país, debe ser ese proyecto de ley. Más allá de que estamos 
abiertos a discutir y a hacer los ajustes que sean necesarios, entendemos que esa iniciativa cumple 
con el objetivo de crear una institución universitaria en el país para la formación de profesionales de la 
educación y, además, es el fruto del trabajo y la negociación llevada adelante durante mucho tiempo. 
Por ende, considerar hoy el proyecto de ley que se propone, nos parece que sería retroceder en lo que 
hemos avanzado en los últimos meses. 


Con respecto al texto sobre Centros Educativos Públicos de Gestión Privada, normas para su 
instalación y desarrollo, opinamos lo siguiente. 


Mediante esta iniciativa se pretende ampliar el nivel de participación de instituciones de 
gestión privada con financiamiento público en el campo de la Educación Media. Si los señores 
Senadores me permiten, voy a leer textualmente algunos puntos del material que dejaremos en la 
Comisión: “Este Ministerio entiende que esta propuesta contradice las mejores tradiciones educativas 
nacionales, las políticas educativas desarrolladas en los últimos veinte años” -obsérvese que no 
estamos hablando de políticas educativas de este período de Gobierno, sino de mucho tiempo atrás- 
“y, por supuesto, las establecidas en los dos últimos dos Gobiernos, como las expresadas en la Ley 
General de Educación; tampoco recoge las experiencias internacionales negativas que hay en la 
materia y, lejos de resolver la problemática que pretende enfrentar agregaría, a nuestro entender, 
nuevas y seguramente más profundas inequidades. 


Obviamente, coincidimos en la necesidad de realizar transformaciones profundas en la 
Educación Media. La ANEP se encuentra trabajando en ello, especialmente para atender a los 
adolescentes provenientes de quintiles 1 y 2. Esto representa un trabajo de largo aliento que requiere 
de cambios sistémicos y que tiene el propósito de ofrecer lo que en la ANEP se maneja como una 
educación básica integral flexible y diversificada que constituye la continuidad de la Educación 
Primaria”. 


Estamos convencidos de que los resultados educativos de la Educación Media no se 
corresponden con la tradición nacional ni con las necesidades sociales y productivas del país. En el 
documento que presentamos la semana pasada señalamos que el aumento de la cobertura y 
asistencia en centros educativos hasta los 17 años -hecho constatable en todas las estadísticas- se 
produjo a costa de rezago, la repetición y, con ello, el retraso en la culminación de ciclos medios de la 
educación. Para ser más claros y contundentes, podemos decir que esos niveles de repetición y los 
porcentajes de culminación de Educación Media son muy malos. 


Por esa misma razón, en los desafíos del documento que presentamos la semana pasada 
incluimos universalizar el egreso de la Educación Media Básica en las edades correspondientes e 
incrementar los egresos en la Educación Media Superior en lo que tenga un peso cada vez mayor la 
oferta técnico profesional. 


Por lo tanto, este Ministerio comparte la preocupación que expresa el proyecto de ley en su 
exposición de motivos, aunque queremos aclarar que no tenemos la misma valoración de los caminos 
y de los mecanismos propuestos. 


Creemos que el objetivo es la incorporación e inclusión de todas las personas al sistema 
educativo y la conformación de instituciones educativas abiertas a la comunidad, heterogéneas -me 
importa subrayar este término: heterogéneas- en su integración social, que busquen integrarse con 
otras instituciones públicas asegurando tránsitos entre Educación Primaria y Media y también las 
vinculaciones con la media superior y tecnológica. 


A nuestro entender este modelo se distorsionaría creando una red de instituciones de 
educación pública de gestión privada. En realidad, estas políticas -lo expresamos aquí y también lo 
hemos dicho en otros ámbitos; les recomiendo hacer estudios al respecto- se han desarrollado en otros 
lugares, particularmente en Chile y en Estados Unidos. En Estados Unidos las han denominado 
escuelas charter. Más allá de que hay algunas diferencias, se parecen mucho y este proyecto está 


inspirado en esto. Sin duda, existe un debate y una discusión a nivel internacional -no solo a nivel 
nacional- acerca de las posibilidades que tienen estas propuestas. 


Así, pues, hay literatura como la de los pedagogos Andy Hargreaves y Michael Fullan -el 
primero de ellos norteamericano y el segundo, canadiense- en la que impulsan una propuesta 
claramente contraria y señalan las limitaciones de promover como principio la competencia entre las 
distintas instituciones educativas. 


Además, queremos citar a Diane Ravitch, quien fuera subsecretaria de Educación durante el 
primer gobierno de Bush y que participara en el proyecto “Ningún niño quede atrás”, que impulsó Bush 
y que dio origen a estas escuelas charter. 


Ravitch señala que el resultado fue sumamente negativo. Ella sostiene que estas escuelas 
han desnatado a los estudiantes más motivados de los sectores más pobres, sin producir consistentes 
mejores resultados que las escuelas públicas tradicionales. Asimismo, las investigaciones realizadas 
en la Universidad de Stanford en el año 2009 confirman esta idea. 


Aunque estas instituciones no lo quieran, -como sucede con algunas de naturaleza privada 
que hoy existen, son muy respetables y cumplen labores muy importantes- terminan seleccionando el 
tipo de niño o de adolescente que reciben. Ello sucede por la simple razón de que seleccionan a partir 
del propio interés de la familia. Esa es la primera selección. Todos sabemos -y las investigaciones lo 
demuestran- que el origen de las diferencias en los resultados educativos está en el origen 
socioeconómico y familiar. Este aspecto no significa que eso sea determinante y la educación tiene que 
contribuir a modificar. 


Por otro lado, las pruebas PISA y todas las pruebas estandarizadas que se han realizado en el 
Uruguay -no es lo mismo en otros países- demuestran que no hay modificación de resultados según el 
tipo de gestión. Las instituciones de educación privada no tienen mejores resultados que las de 
educación pública cuando se elimina la variable socioecómica. Esta es la conclusión a la que llegan 
todos los estudios de las pruebas PISA; no tengo los últimos, del año 2012, porque todavía se están 
procesando, pero sí es lo que surge de los correspondientes a los años 2003, 2006 y 2009. Y algo 
similar surge de las pruebas realizadas por Unesco. Esto demuestra que el hecho de que la gestión 
pase a ser privada no asegura mejores resultados que los de la educación pública. Lo que sí determina 
o es un buen predictor de los resultados es el origen socioeconómico y sociocultural de las familias. 


Por otra parte, en la exposición de motivos se hace una similitud con el Plan CAIF. Es cierto 
que, si tuviéramos que definir al Plan CAIF, deberíamos decir que son instituciones de gestión privada 
con financiamiento público. Sin embargo, no nos parece que sea trasladable la experiencia. El Plan 
CAIF es una política acordada ya hace 25 años para atender un nivel etario, incluso dentro de ciertas 
prioridades de sectores sociales, en situaciones en que el Estado no tenía ni aún tiene propuestas para 
satisfacer sus necesidades. Es decir que el CAIF no aparece compitiendo ni sustituyendo el papel del 
Estado en ese nivel educativo. En cambio, en este caso habría un proceso de retiro del Estado en sus 
responsabilidades y se pasaría a darle esas posibilidades al ámbito privado. 


Nosotros creemos -porque tampoco queremos quedarnos en la crítica o en el diagnóstico 
negativo- en el camino que hoy en día se está planteando la ANEP, que procura desarrollar estrategias 
de personalización y que permite identificar a los niños y niñas que pasan de la escuela a la Educación 
Media, por el Programa Tránsito, como decía hoy, pero también por otros programas que se están 
desarrollando, así como promover su acompañamiento a través de una coordinación cada vez más 
estrecha entre la Educación Primaria y la Educación Media. Reconozcamos que esta coordinación 
entre la Educación Primaria y la Educación Media fue planteada por Julio Castro en el año 1949. 
Sesenta y cinco años después tenemos avances importantes que se han logrado en este período, pero 
estamos convencidos de que es necesario profundizarlos para la próxima etapa. También hay otros 
dos lineamientos clave que planteó la ANEP en esta Comisión: el acompañamiento de los alumnos y el 
fortalecimiento de los centros educativos. Nosotros creemos, efectivamente, que hay un tema clave 
que se produce en el centro. Entendemos que es necesario darle no solo los niveles de autonomía que 
necesitan, es decir, no solo hay que darles posibilidades de desarrollar acciones distintas a centros que 
trabajan con jóvenes, niños y en ámbitos diferentes, sino que también hay que fortalecer sus 


capacidades. Darles autonomía sin fortalecer sus capacidades también puede terminar profundizando 
situaciones de desigualdad. Y la tercera línea es la formación en servicio. En este caso la idea no es 
que el docente concurra a cursos en forma individual, sino que se apuesta a la formación de los 
colectivos docentes en cursos. Nos parece que esos son los caminos para enfrentar los desafíos más 
importantes que tenemos en la Educación Media. 


En suma, el Ministerio de Educación y Cultura entiende que este proyecto no solo no 
solucionaría los problemas que aún aquejan a la Educación Media, sino que agravaría la situación 
existente. Las soluciones pasan por otro lado: por el fortalecimiento de los centros educativos, sus 
equipos de dirección y la constitución de verdaderas comunidades de aprendizaje en las cuales los 
docentes trabajen en forma colaborativa y en red con otras instituciones. 


SEÑOR PASQUET.- Ante todo, agradezco al maestro Garibaldi la claridad de su exposición. Más allá 
de coincidencias o discrepancias, la claridad y el orden son siempre estimables y quiero resaltarlo. 


Al referirse a la cuestión de los centros públicos de gestión privada el maestro Garibaldi hizo 
referencia a lo que hemos escuchado en distintas ocasiones, en el sentido de que si equiparamos los 
contextos socioeconómicos los resultados entre públicos y privados son más o menos parecidos. 


Por otro lado, en forma reiterada hemos escuchado el elogio de los resultados que obtiene el 
Liceo Jubilar. Se dice que es una experiencia extraordinariamente positiva. Recuerdo que en algún 
momento se manejó, como dato, que los resultados que obtienen los estudiantes del Liceo Jubilar en 
matemática, por ejemplo, en tres años pasan de estar por debajo del promedio de Secundaria, a 
superarlo. En fin, es uno de los resultados que se han señalado en más de una oportunidad para 
demostrar que la experiencia del Liceo Jubilar es exitosa. Entonces, vinculando este tema con lo 
anterior, ¿los resultados que obtienen los liceos más próximos geográficamente al Liceo Jubilar -que se 
encuentran en la cuenca de Casavalle y donde se trabaja con alumnos más o menos de la misma 
extracción socioeconómica- son parecidos? ¿Podríamos demostrar empíricamente que si el contexto 
socioeconómico es el mismo, los resultados del Liceo Jubilar son los que obtienen los liceos públicos 
que están trabajando, por ejemplo, en la zona de Casavalle? 


SEÑOR GARIBALDI.- Las pruebas estandarizadas que demuestran esos aspectos no hacen estudios 
de centros educativos, sino que realizan estudios de resultados de alumnos. Lo que se conoce de los 
alumnos son sus antecedentes y luego se cruzan las variables socioeconómicas con los resultados 
educativos. Ese es el resultado que demuestra esa equiparación; no se logra comparando el Liceo de 
Casavalle con el Liceo privado de Casavalle o quizás con el del Cerro, de Casabó, etcétera, sino que lo 
que se compara son los resultados de los alumnos. 


Justamente, Pisa y Unesco una de las cosas que controla es que en las pruebas haya una 
representatividad de alumnos de diversos sectores sociales. Por lo tanto, lo que se demuestra -no lo 
hago yo, sino que los invito a leer los informes de Pisa, particularmente de los años 2006 y 2009- es 
que esto es así. Cuando se analizan los resultados de los estudiantes, sus variaciones siguen más el 
origen socioeconómico que la gestión. Eso es así. 


Si me piden que compare la realidad de un centro educativo, como el Liceo Jubilar y el que 
está en la zona de Casavalle -no recuerdo su número; hay más de uno-, los niveles de repetición del 
público son mucho mayores que el Liceo Jubilar; quizás también sean mejores que los del Liceo 
Impulso. Eso nos demuestra que el Liceo Jubilar ha hecho bien las cosas y que ha obtenido buenos 
resultados con sus alumnos. Y, por dos razones, eso no nos dice que esa estrategia sea la que 
tengamos que seguir. Por dos razones. Como ya dijimos, hay un proceso que, aunque no se quiera, es 
de selección. Por otra parte, sabemos que ambos son liceos que no cobran matrícula, hecho que 
entendemos perfectamente y no pretendemos ni siquiera criticar porque más allá de que como toda 
propuesta educativa puede tener aspectos positivos y negativos, los resultados son buenos. Lo que 
queremos plantear es que nuestro propósito es que haya instituciones educativas que no atiendan a 
100 o 200 alumnos, sino a todos los jóvenes que están en esa misma comunidad y que provienen de 
realidades sociales distintas. Cuando una familia decide a qué institución quiere llevar a su hijo -y no lo 
hace por defecto-, ya implica un compromiso de esa familia. Y ese cambio determina muchos otros 
cambios. Además, hay que tener en cuenta que cuando los jóvenes ingresan a estas instituciones - 


cosa que está bien-, sus familias firman una serie de compromisos que les permiten asegurarse que 
estas van a responder por esos alumnos. Nosotros creemos que los cambios en los centros educativos 
tienen que ser importantes para establecer mejores vinculaciones con las familias y las comunidades. 
En ese sentido, se desarrollan, por ejemplo, las políticas de becas y de compromiso educativo por las 
cuales, a partir del año 2011, las familias firman un acuerdo en donde se establecen una serie de 
obligaciones y un compromiso con la institución educativa. Este es un camino que hay que desarrollar 
y en el que habrá que seguir avanzando pero el resultado de una situación puntual de un liceo con 
determinadas características, no nos demuestra que su generalización pueda dar buenos resultados. 
En síntesis, no venimos aquí a decir que no hay que tener instituciones como el Liceo Jubilar y el Liceo 
Impulso sino que la educación pública necesita otro tipo de propuestas. La experiencia a nivel 
internacional demuestra que si se generalizara este tipo de propuestas nos veríamos enfrentados a 
algo que dijo la ex-Vicesecretaria de Educación de los Estados Unidos en el sentido de desnatar a los 
sectores más pobres y dejar a quienes no integran esa nata en situaciones más desvalidas. Esto es lo 
que vemos en los resultados educativos de países como Chile donde ahí sí hay diferencia en los 
niveles de gestión, puesto que existen diferencias entre quienes toman unos niños y quienes toman 
otros. Nosotros seguimos creyendo -aclaro que aunque soy maestro, no soy de los más varelianos que 
hay en este planeta- que la frase de Varela que decía que aquellos que una vez se sentaron juntos en 
un banco de la escuela se sentirán libres e iguales el resto de sus vidas, sigue teniendo vigencia y, en 
lo personal, continúo creyendo que el carácter heterogéneo y de integración e inclusión social que 
debería cumplir la educación pública son valores a defender. Digo que debería cumplir porque 
efectivamente tenemos retrasos, aunque algunos de ellos no provienen de la educación porque 
cuando hay segregación territorial la educación no es la responsable. De todos modos, hay que tomar 
medidas para evitar que estos factores también se trasladen a la educación. 


SEÑOR PASQUET.- Obviamente, voy a ser breve porque entiendo que la finalidad de este encuentro 
no es debatir. Quisiera dejar dos constancias y la primera de ellas es destacar que compartimos en un 
cien por ciento el entusiasmo por la educación pública, puesto que cursamos en ella toda nuestra 
formación, desde el primer día de clase hasta el último. 


Con respecto al tema que había planteado en el sentido de cómo estudiar y medir los 
resultados y desempeños y comparamos lo público y lo privado, digo que si hacemos esta 
comparación solamente en los términos en que planteaba el maestro Garibaldi, es decir, por un lado, 
decenas de miles de alumnos de centros públicos y, por otro, la misma cantidad en centros privados, 
estudiando los contextos socioeconómicos respectivos, podemos perdernos algo bueno. Podemos 
analizar el caso de un pequeño liceo como el Jubilar, el Impulso o cualquier otro que pueda surgir en el 
futuro -imaginemos que mañana a alguien se le ocurre organizar un liceo público de gestión privada- 
cuyos resultados todos coincidimos en afirmar que son excelentes. Estas instituciones pequeñas 
albergan quizás un centenar de alumnos y si las incluimos en la masa de decenas de miles de 
estudiantes, estadísticamente podríamos perder esos buenos resultados. Entonces, no tendríamos un 
instrumento que nos permitiera detectar buenos resultados y decir que en estos casos hay elementos 
que merecen ser tomados en cuenta. Aclaro que no me opongo a considerar las estadísticas que, 
obviamente, son valiosísimas en este tipo de cuestiones, pero digo que también debemos estar 
abiertos a las realidades que funcionan y que son buenas, tomando lo que sirva. Evidentemente, no se 
trata de copiar mecánicamente o imitar pero sí de tener los ojos abiertos para ver lo bueno cuando, por 
otro lado, es tan evidente que la realidad de la educación actual está tan lejos de los ideales varelianos 
que, reitero, compartimos. 


SEÑOR GARIBALDI.- Quisiera hacer tres aclaraciones. 


En primer lugar, nadie está diciendo que no haya experiencias exitosas -nosotros somos los 
primeros en compartirlo-, y ya sea en el ámbito público o privado hay que observar esas experiencias 
para generalizarlas; sobre eso no me cabe ni la menor duda. Una experiencia exitosa como la que 
tenemos delante nos demuestra que necesitamos instituciones educativas más pequeñas, a escala 
humana, y este es un camino que hemos empezado y que tenemos que seguir. 


En segundo término, no se trata de que estén en la masa de estudiantes y no podamos 
identificarlos. Justamente, en lo que se está haciendo hincapié en las políticas educativas en este 
momento es en los procesos de personalización que hoy tenemos posibilidades de realizar para hacer 
un seguimiento aún en instituciones más grandes. 


En tercer lugar, sin ánimo de discutir, creo que el principio Vareliano de que todos vayan a 
una institución educativa en el ámbito de la educación media demuestra que hemos avanzado mucho 
más de lo que estábamos antes. La diferencia -como también le pasó a Varela- es que una cosa es 
tenerlos adentro de la escuela o del liceo y otra cosa es tener mejores y buenos aprendizajes. Los 
principios varelianos en la Educación Primaria llevaron más de 70 años para que se cumplieran 
efectivamente. Recién en la década del 50 se logra la universalización de la Educación Primaria. Varela 
comenzó trabajando con maestros que todavía no tenían los niveles de formación. No quiero 
compararnos porque no nos parece que sea exactamente así, pero hoy el objetivo para la educación 
uruguaya y para la educación pública es lograr que nuestros jóvenes estudien hasta los 18 años con la 
mejor calidad posible. No creo que sea porque estén lejos de esos principios, sino porque los principios 
nos deben guiar para seguir avanzando. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- La discusión de fondo la daremos en oportunidad de hablar de la 
educación. Ahora estamos recibiendo la opinión de las autoridades -continuaremos el próximo 
miércoles-, pero quiero dejar una constancia porque de alguna manera se han expuesto puntos de 
vista. En el marco de la gran cantidad de instituciones públicas que tenemos -me precio de recorrerlas- 
hay experiencias que son excelentes, tan buenas como los liceos Jubilar o el Impulso. Pero si vamos a 
personalizar y a dar nombre y apellido, pongamos todo sobre la mesa. 


SEÑOR DA ROSA.- En muchas oportunidades hemos hablado de estos temas con el profesor 
Garibaldi y con autoridades del Ministerio y del Codicen, de manera que muchas de estas cosas son 
reiterativas. Sin perjuicio de ello, no quiero eludir la posibilidad de hacer alguna pequeña reflexión y 
plantear alguna pregunta. 


Creo que a estas perspectivas -y pido disculpas a los montevideanos- quienes somos del 
interior las vemos con un ángulo un poco diferente, tal vez porque en los departamentos del interior no 
asistimos a una masificación como la que por un fenómeno demográfico histórico en el país, ocurre en 
Montevideo. Hace unos años me tocó vivir una experiencia -a raíz de un problema en la construcción 
de una escuela del Cerro- y actuar en esta misma condición en una especie de diálogo o mediación 
con las autoridades del Codicen porque esa escuela que originalmente fue construida para albergar 
300 o 500 estudiantes, tenía más de 1.000 alumnos. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Era la Escuela N* 30. 
SEÑOR DA ROSA.- Efectivamente. 


Pocos meses después, recorriendo mi departamento, me tocó llegar a una zona rural donde 
me plantearon el problema de una escuela, construida hace muchos años con capacidad para cien 
alumnos y que, en sus momentos de auge o de existencia poblacional en esos lugares, llegó a tener 60 
o 70 alumnos pero que actualmente -según me dijeron los representantes de la Comisión de Padres- 
solo tiene 5. Esa es la realidad. 


Siempre me quedó ese ejemplo de la escuela del Cerro, por un lado y, por otro, el de la 
escuela que visité en una zona rural del departamento de Tacuarembó; esto fue en cuestión de dos 
meses, de manera que me quedó muy claramente grabada en la mente esa perspectiva. 


Lo que creo es que, a la luz de estas realidades, no debemos plantearnos situaciones en 
blanco y negro. Me parece que debemos ser pragmáticos en cuanto a cómo encarar, de acuerdo a la 
realidad socioeconómica y demográfica de cada lugar, los caminos que se deben utilizar. Hay algo en 
lo que todos vamos a estar de acuerdo: queremos jerarquizar la educación pública, que esta tenga 
mejores niveles de aprendizaje y, a la vez, que haya menos deserción y repetición. Pienso que está en 
la tapa del libro que todos queremos lo mismo; el tema es cómo podemos hacerlo, ahí está el 
problema. 


Entonces, creo que las diferencias en estos aspectos dependen también de cómo se 
instrumenta todo esto de acuerdo a la realidad de cada zona. Creo que hay caminos en este sentido y 
hoy no excluiría ninguna de las estrategias a ser aplicadas en la medida en que hay una realidad 


respecto a la que debemos hacer un esfuerzo grande para levantar sectores de la educación pública 
que están caídos y que han sufrido un proceso de deterioro de muchos años. Han vivido ese proceso y 
necesitan, de alguna manera, recuperarse; entre otras cosas, concuerdo con lo que dijo el Maestro 
Garibaldi en cuanto a que hay necesidad de grupos más chicos. 


Creo que el origen socioeconómico juega un papel indudable en el proceso de formación del 
aprendizaje, no se puede negar, pero también pienso que no es el único elemento a tener en cuenta 
porque hay otros factores de gestión estructural que también están jugando su papel. 


Siempre recuerdo -y no es la primera vez que menciono esto, ya lo he hecho en otras 
oportunidades en las que hemos debatido estos temas aquí- un informe hecho por el profesor Germán 
Rama y presentado en la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Representantes -en ese 
entonces, allá por comienzos de los años 90, yo era Diputado-, referido a un estudio de la Cepal hecho 
en los años 80 donde se observaba que en escuelas de determinados contextos socioeconómicos 
bajos, de barrios de tres ciudades del interior -Treinta y Tres, Paysandú y Tacuarembó-, los niños 
alcanzaban niveles de aprendizaje solo similares a las escuelas de la costa de Montevideo. Es decir 
que su nivel de aprendizaje era similar al de las escuelas públicas de Carrasco, Pocitos o Punta 
Carretas; creo que esas habían sido las escuelas elegidas para el análisis. El tema se complejizaba en 
la medida en que se ingresaba en el Montevideo de tierra adentro y se analizaba toda la temática de 
los diferentes estratos sociales o niveles socioeconómicos existentes en la realidad de la “ciudad 
grande”, digamos, que es la capital. 


Entonces, me parece que esto necesariamente nos tiene que llevar a determinar qué hay 
que aplicar mientras logramos ese objetivo. Creo que, tarde o temprano, nos tendremos que poner de 
acuerdo en una política de Estado, aunque -seamos realistas- no creo que este año sea el ideal para 
un acuerdo de ese tipo. Me parece que cuando se instale el próximo Gobierno, quien sea que gane las 
elecciones tendrá que llamar a técnicos de todos los partidos y decirles: “Señores, vamos a elaborar 
una hoja de ruta por una equis cantidad de años”, porque la educación necesita una política de Estado, 
precisamente, a equis cantidad de años. Todos sabemos que la política de educación no se hace 
tampoco en cinco años, precisa un proceso largo. Mientras tanto, creo que existen determinados 
instrumentos -que en lo personal no descartaría- como, por ejemplo, el de ayudar a fortalecer a los 
institutos que han surgido en Montevideo -quizá forzados por la realidad-, como el Liceo Jubilar en 
Casavalle, experiencia que he tenido oportunidad de conocer. 


Hace algunos años, el doctor Ignacio de Posadas -con quien tengo algunas diferencias en 
otros planos importantes- planteó una idea que tampoco descartaría y que consiste en otorgar becas a 
nivel privado a estudiantes de niveles socioeconómicos más bajos, tratando de brindar oportunidades 
para que estos adolescentes puedan tener mejores perspectivas. Repito: se trata de un proceso 
transitorio hasta que se logre en equis cantidad de años una recuperación de la educación pública en 
determinadas zonas del país o de la ciudad, que puedan ofrecer mejores oportunidades a los 
estudiantes. 


En definitiva, me parece que esto depende de la realidad de cada lugar. No voy a hacer una 
exposición sobre la educación en Finlandia -porque sé que el tema está siendo debatido a nivel de 
presidenciables-; simplemente acotaré que en oportunidad de viajar a ese país, me encontré con que la 
educación privada es casi inexistente, y no porque esté prohibida sino porque la educación pública es 
de tal nivel que casi nadie siente la necesidad de mandar a sus hijos a la educación privada. Es 
verdad, son realidades distintas, es otro proceso, en eso estoy de acuerdo, pero simplemente lo 
menciono. 


Para finalizar, considero conveniente actuar con un criterio muy pragmático en este tema, 
teniendo en cuenta que estamos en tiempos en que hay que buscar procesos de transición hacia un 
objetivo de recuperación de la educación pública -recuperación que todos deseamos-, pero 
naturalmente no descartando los instrumentos porque me parece que lo importante no son los 
instrumentos sino el objetivo. 


Es cuanto quería señalar. 


SEÑOR SOLARI.- Muy brevemente, me gustaría dejar constancia de algunos conceptos en los cuales 
tengo concordancias con el maestro Garibaldi pero, tal vez, con algunos matices que no son menores. 


En primer lugar, es evidente que el proceso de aprendizaje está fuertemente condicionado 
por el contexto social, cultural y económico -diría que casi en ese orden- de la familia de la cual viene 
un estudiante. Ciertamente, en el barrio Casavalle -que es una parte específica de la Cuenca- como en 
otros lugares de Uruguay, si bien la mayoría de las familias son de muy bajos recursos, ese contexto 
social, cultural y económico no es igual, dado que en ese lugar conviven familias con situaciones 
económicas muy desiguales. Por tal motivo, la autoselección para el “desnatado” o “descremado” -o 
como se le quiera llamar-, es un tema a tener en cuenta. 


Ahora bien: hay algunos elementos que creo que matizan en forma muy importante esa 
afirmación. Según la información que se me ha proporcionado, en el barrio Casavalle egresan 
anualmente de las escuelas públicas 1.200 alumnos, pero los liceos públicos de ese barrio ofrecen 300 
cupos de entrada, o sea que existe un desfasaje muy importante entre la demanda por continuar la 
educación media y la oferta que el sistema público le da a los niños de ese barrio. 


En segundo lugar, en el Liceo Jubilar, que solamente cubre el Ciclo Básico de la Enseñanza 
Secundaria, se inscriben 300 candidatos por año. Esto quiere decir que en esa inscripción, desde ya 
hay una selección, porque no son los 1.200, sino 300 los candidatos que tendrán una mayor motivación 
familiar o un mejor contexto, al que previamente hice referencia. Pero debemos tener en cuenta que 
de esos 300 se sortean 70 lugares, o sea que estamos hablando de una proporción inferior a uno de 
cada cuatro. Entonces, si bien puede haber una selección en la inscripción, el resultado final no la 
reafirma, sino que por el mecanismo del sorteo, la diluye. 


En tercer término -y creo que este es el elemento más importante de todos-, esos 70 
alumnos que ingresan por año muestran enormes diferencias en el nivel de aprendizaje y desarrollo, es 
decir, tanto en lo emocional, como en lo social y en lo cognitivo y son todos egresados de escuelas 
públicas. ¿Qué está diciendo esto? Está diciendo que la discriminación en el aprendizaje es previa al 
ingreso a la enseñanza media. Seguramente sea previa al ingreso a la enseñanza primaria y, muy 
probablemente lo sea también -como lo demostró el Programa Canelones Crece Contigo y, luego el 
de Uruguay Crece Contigo- a la iniciación preescolar. Este no es un problema exclusivamente de la 
enseñanza media -ni siquiera diría que es preponderante-; creo que viene de muchísimo más atrás, 
donde las carencias de buenas prácticas de crianza juegan un rol fundamental. Reitero que dentro de 
esos 70 alumnos existen diferencias muy importantes en el momento que ingresan al Liceo Jubilar. En 
la entrevista que tuve hace muy poco tiempo con sus autoridades les pregunté si había diferencias en 
el egreso, es decir, cuando los alumnos terminan el Ciclo Básico. Me contestaron que había enormes 
diferencias porque, en un extremo, están los que no tienen ninguna motivación para seguir estudiando 
porque no han incorporado el concepto de que vale la pena estudiar y, en el otro, los que aspiran a 
tener una vida universitaria y, para ello, se movilizan y obtienen becas en una proporción mucho más 
alta que el común, al tiempo que también encontramos a aquéllos que quieren cursar bachilleratos 
tecnológicos para insertarse más rápidamente en el mercado laboral. Esto quiere decir que el Liceo 
Jubilar tampoco los homogeniza totalmente, pero lo que sí asegura es que durante ese tránsito hay 
menos deserción, menos repetición y una mayor eficiencia de aprendizaje, si utilizamos la palabra 
“eficiencia” en términos de resultados contra recursos invertidos. 


Me hago eco de lo que expresó el señor Senador Da Rosa -que también en cierta forma lo 
había señalado el señor Senador Pasquet- en cuanto a que no dejemos de lado la posibilidad de 
universalizar muchas más experiencias de este tipo porque no son  homogeneizadoras, ni 
necesariamente discriminadoras, como tampoco lo es, la educación pública primaria o, aún preescolar. 
Utilizando la famosa frase de Mao Tse Tung, dejemos que florezcan gran cantidad de flores distintas 
para tratar de ver los mejores resultados y aprovecharlos, sin perjuicio de insistir en que el problema no 
comienza en la enseñanza media y que cuanto más tarde se ataca esa diferenciación social, cultural y 
económica más costoso es revertirla. También debo decir que este proyecto de ley va en ese sentido. 


Es lo que quería dejar asentado. 


SEÑOR GARIBALDI.- Solo me resta agradecer a los señores Senadores y decir que estamos a 
disposición de la Comisión. Este es un debate que podríamos seguir ín eternum; pero, obviamente, no 
me parece que este sea el momento de hacerlo. 


Por último, quiero solicitar que si hay acuerdo en lo que recién decía el señor Senador Solari, 
hagamos el esfuerzo para que todo el mundo le dé valor a estudiar y a la educación. Creo que este es 
un mensaje que el sistema político también puede contribuir a dar y si lo hacemos todos juntos, mucho 
mejor. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la representación del Ministerio de Educación y Cultura su 
presencia en este ámbito y les informamos que vamos a continuar trabajando en este tema. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 27 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


